Las transformaciones de un programa social: del “Plan Vida” al “Mas Vida” en la provincia de Buenos Aires (Argentina, 2001-2002)

Desde su creación, a mediados de  1994,  el Plan Vida se constituyó en el principal programa asistencial del gobierno de la provincia de Buenos Aires. Este programa nutricional se gestionaba en sus inicios desde el Consejo Provincial de la Familia y Desarrollo Humano, que tenía por presidenta honoraria a la esposa del entonces gobernador de la provincia, la Sra. Hilda González de Duhalde.  El Plan Vida tenía por beneficiarios a las mujeres embarazadas, nodrizas, y niños hasta el ingreso escolar, localizados en barrios con necesidades básicas insatisfechas. El programa entregaba diariamente alimentos (leche), con refuerzos semanales y mensuales, de huevo y cereales, mediante la actividad de trabajadoras vecinales voluntarias denominadas popularmente como “manzaneras” o “comadres.”  A la distribución de  alimentos se sumaban actividades de control de salud (la manzanera ligaba a los beneficiarios con el centro de salud) y  de promoción comunitaria (acciones de formación de redes, capacitación y generación de proyectos comunitarios). En el 2002 existían 30.400 manzaneras, 7.500 comadres y más de un millón de beneficiarios.

En diciembre del 2001 – cuando asume el gobierno nacional Eduardo Duhalde luego de las sucesivas renuncias de Fernando de la Rúa y Adolfo Rodríguez Saa a la presidencia de la nación - el gobernador de la provincia de Buenos Aires, Carlos Ruckauf, pasa  a ser Ministro del Exterior de la Argentina y su anterior cargo es ocupado por el vicegobernador, el Ing. Agrón. Felipe Solá. El nuevo mandatario, ex Secretario de Agricultura de  Ganadería de la Nación durante el gobierno de Menem, no llegaba al gobierno con un contexto favorable. En ese momento se desarrollaba el período de mayor conflictividad social de los últimos años de la Argentina, ante el despojo de las cuentas bancarias que disponían todos los ahorristas y la duplicación del número de pobres. La Argentina pasó de tener en octubre de 2001 un 38 % de las personas bajo la línea de pobreza,  a un 57 % en octubre de  2002. Por otra parte, el gobierno de Solá sólo tenía un año de duración asegurada, dado que a fines de 2002 finalizaba su mandato pues se debían realizar nuevas elecciones nacionales y provinciales.  El nuevo gobernador, sin embargo, no quiso limitarse a tener un perfil bajo y de transición, manifestando desde un inicio su decisión de reformar de manera importante el gobierno provincial.

Para gestionar la política social de su gobierno en las áreas de trabajo y asistencia social, Solá designó al Lic. Mariano West a la cabeza del recién formado Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo (MDHT). Este nuevo ministerio absorbía organismos que, durante los últimos diez años, habían sido independientes (el Ministerio de Trabajo,  el Consejo de la Familia y Desarrollo Humano y el Consejo del Menor).  Para dirigir la estratégica subsecretaría de Políticas Socioeconómicas del nuevo ministerio, West convocó al Dr. José Luis Coraggio (quien era un referente nacional en la temática de economía social y políticas sociales) y a un equipo de la Universidad Nacional de General Sarmiento.  En ese momento, la situación del Plan Vida era bastante crítica. Como expresa uno de los actores involucrados en la nueva gestión de West:  “el estado de situación era bastante comprometido con respecto a los alimentos (...) Por más que se quisiera, no había oferentes para los requerimientos que necesitaba el programa... dado que, en esas circunstancias,  nadie quería venderle al Estado”. 

El Ministro analizó esta situación  en reuniones en las que participaban Coraggio, otro subsecretario, los dos directores provinciales y algunos funcionarios de menor jerarquía, asesores y una senadora provincial. Como recuerda uno de los participantes en dichas reuniones, la prioridad de West era lograr de manera inmediata “que la gente pueda tener para comer.” Es en ese marco de urgencia que el equipo de funcionarios  reunido por West comienza a repensar el Plan Vida.  Había consenso en que se debía transformar la concepción de fondo del programa, pasando – como relata uno de los miembros del equipo - de tener “beneficiarios, a sujetos de derecho..., apuntando a la transformación,  a la toma de conciencia de que es un derecho el estar bien alimentado”.  Siguiendo esta línea de análisis, una alternativa que llegó a discutir el gabinete fue la de volver a desarrollar una transferencia directa a grupos de familias, tal como se lo había hecho diez años atrás desde el Programa PAIS, también bajo la gestión de Mariano West.

Pero la alternativa de realizar transferencia directas de dinero a las familias no pareció posible de instrumentar inmediatamente, dado que los padrones del Plan Vida no estaban organizados por “grupos de familias”, sino por “beneficiarios”.  Surgió entonces otra alternativa, consistente en transferir los recursos a los municipios para que ellos efectuaran la compra de alimentos. Pero esta opción encontraba los mismos problemas que afrontaba en ese momento la provincia, es decir, que no habían oferentes que quisieran venderle al Estado.  El ministro informaba de la discusión de estas alternativas al gobernador Solá, quien por su anterior puesto en el gobierno nacional, conocía muy bien el sector productivo alimentario.  Existiendo una fuerte limitación para la compra de alimentos y siendo la transferencia de subsidios una alternativa que complacía al equipo del Ministerio y el gobernador, surge la idea de agregar a la entrega de la leche, un bono que reemplace los alimentos secos y los huevos distribuidos con anterioridad. Una de las ventajas que se le encontró a esta propuesta era su rápida implementación y el tipo de impacto que podía producir, pues – como señala uno de los involucrados en la propuesta - “apostábamos a que los Vales queden en el circuito de la microeconomía barrial”. Como el mismo gobernador explicó más tarde, la idea era que con el nuevo programa  “se (logre) más vida comercial, (hayan) más compras a minoristas y (se contribuya) a la dignidad de cada madre, porque puede elegir qué comprar, cuándo y dónde". 

¿Cómo debía funcionar la nueva modalidad del programa  Cada familia beneficiaria  recibiría a través de la manzanera correspondiente la ración de leche que estaba fijada anteriormente, pero dejaría de recibir las prestaciones semanales y mensuales (huevo y cereales). A cambio de ello recibiría mensualmente un talonario de "Vale Vida" por un valor de 20 patacones
. Cada vale debía llevar impreso su valor, el nombre del beneficiario y su número de documento.  Para el equipo de West este cambio era significativo, pues como señala uno de sus miembros “significaba un paso para dejar la política del “reparto de cosas” y pasar a una política de Ingreso, a una política de promoción del desarrollo local”.  Aprobada la propuesta, el proceso de preparación técnico – administrativo previo a la ejecución de programa se desarrolló también en el marco de la urgencia, siendo así que en menos de un mes se dispuso la primera entrega del Vale Vida.

El fracaso del Vale Vida y el regreso a las prestaciones tradicionales

El 28 de enero de 2002 comenzó la primera entrega mensual de los Vale Vida en los cincuenta y un municipios que participaban del programa y los problemas no tardaron en aparecer. En el Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo ya se esperaban problemas con el padrón de beneficiarios, pues 75.000 personas no aparecían correctamente identificadas y por lo tanto no recibirían el vale. Pero no estaban preparados para procesar el descomunal número de devoluciones de los Vales debido a que los nombres, números de identidad o direcciones no estaban correctamente consignadas en los talonarios. Así por ejemplo, en la segunda entrega se devolvieron 11.000 talonarios, correspondientes al 17% de los talonarios emitidos.

A los problemas del padrón se sumó la oposición que varios actores mostraron hacia el nuevo programa. Las manzaneras no colaboraron activamente con el Vale Vida, pues la nueva modalidad reducía la relativa discrecionalidad de la cual gozaban antes para distribuir los bienes (los vales hacían más rígida la distribución al tener impreso el nombre del destinatario), reduciendo así la dependencia de los beneficiarios con respecto a las manzaneras. Estas optaron así por repartir el bono sin realizar en la mayor parte de casos las actividades de monitoreo y promoción que eran parte de su rol.  La oposición de las manzaneras era particularmente grave no sólo porque eran el principal mecanismo intermediario entre el programa y los beneficiarios, sino porque ellas constituían uno de los soportes del poder que la corriente del Partido Justicialista liderada por Eduardo Duhalde tenía en la provincia de Buenos Aires.  Así, el Plan Vida había sido uno de las prioridades políticas de su esposa, Hilda González de Duhalde, cuando ésta condujera en 1994 su creación y puesta en marcha desde el Consejo Provincial de la Familia y Desarrollo Humano de la provincia.  Siendo ella ahora la Primera Dama de la Nación, el mensaje que dejaba llegar a la provincia era “al Plan Vida no me lo toquen”.  En consecuencia, el Vale Vida generaba no sólo la oposición directa de las manzaneras, sino del aparato provincial del partido de gobierno e indirectamente del Presidente de la Nación y su esposa.

La reacción de los comerciantes mayoristas de alimentos tampoco fue positiva. Dada la elevada inflación – que afectaba velozmente el valor de los Vales – estos dejaron rápidamente de aceptarlos, rompiéndose así la cadena de pagos con los minoristas, que a su vez se veían obligados a rechazar los vales de los beneficiarios.  Las empresas de distribución de alimentos, que cobraban de acuerdo al volumen de alimentos distribuidos, se vieron también afectados por la eliminación de los alimentos secos de la oferta del programa.   Finalmente, y para colmo de males, la puesta en marcha del Vale Vida se dio en el marco de fuertes conflictos laborales entre el gobierno provincial y los trabajadores del mismo. Así, en febrero y marzo se produjeron protestas y paros que afectaron la actividad de las dependencias responsables de la marcha del programa.  

Con el paso de los meses – como recuerda uno de los responsables del programa - “los conflictos fueron estallando por todos lados (...) Los problemas que existían se acrecentaban, pero a la vez, aparecían nuevos problemas”.  Entre ellos, estuvieron los fuertes incrementos de precios que tuvo la leche en los primeros meses del 2002, mayores del 50 %. Esto llevó a que los fondos destinados al Vida se gastaron casi en su totalidad en la leche. El gobernador durante todo este período siguió desde muy cerca la gestión del programa, dado que recibía los reclamos de los gobiernos locales y por otra parte temía que aparecieran en la provincia casos de desnutrición aguda, tal cual empezaban a aparecer en otras jurisdicciones del norte del país.

Mientras se desarrollaba la tercer entrega del Vale, en mayo de 2002 comenzó la puesta en marcha en toda la Argentina del primer programa de subsidio a jefes de hogar desocupados.
   Esto fue visto por el gobernador, el ministro West y su equipo más cercano como una oportunidad para interrumpir la entrega de los Vales. Por otra parte el contexto económico de la Argentina tendía a estabilizarse. En tal contexto, como señala uno de los involucrados, “se fue tranquilizando la situación. El ministerio pudo volver a comprar alimentos secos para el programa Vida y con esto se deja sin efecto el Vale”. Algunos funcionarios del propio ministerio no estuvieron de acuerdo con  esta decisión, pues pensaban que la decisión constituía un serio retroceso. Pero el Vale había generado en su etapa de ejecución, muchos más críticos que defensores.  La decisión ya estaba tomada por West y el gobernador de la provincia y no se abrieron espacios para ponerla en cuestión.

Reformulando el Plan Vida

En un marco económico algo más estable, el Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo (MDHT) volvió a distribuir alimentos secos y con ello se reinstaló, en abril del 2002, la modalidad tradicional del Plan Vida.  Pero esta situación era considerada transitoria. El Plan Vida había sido fuertemente cuestionado meses atrás por el equipo de West, al introducir el Vale, y  ahora con algo más de tiempo, se pensó que era posible generar una nueva estrategia de acción.   Las críticas que le hacían al Plan Vida iban dirigidas a su falta de racionalidad técnica (carencias de bases fidedignas de beneficiarios, prestaciones alimentarias sin sustento científico), a su modalidad de tipo asistencial y  la verticalidad que fue generando a nivel barrial el sistema de distribución a través de manzaneras y comadres.  Para el equipo de West, la idea no era ya reformular un programa social, tal como se había hecho con el cambio del “Plan Vida” al “Vale Vida”, sino que ahora el objetivo pasaba a ser lograr una transformación más profunda, integral y flexible de la política social de la provincia.  Considerando que la idea era alejar a la política social del simple “reparto de cosas”, el Plan Vida no ocupaba una posición destacada dentro de las preocupaciones del equipo de West. 

Las ideas del equipo, conceptualmente liderado por Coraggio, se plasmaron en un documento de uso interno, denominado Ante la Crisis. Dicho documento – que constituyó una suerte de marco conceptual fundacional para el equipo de West – proponía superar las políticas sociales asistencialistas por otra que implicara un enfoque socioeconómico integral y asegurara la seguridad alimentaria:

“Se trata de modificar el sentido de la política social [...] Se trata de contribuir desde lo social a inducir un impacto económico multiplicador, organizando sistemas productivos centrados en el trabajo, que creen nueva riqueza y generen ingresos y capacidad de microahorro e inversión sobre la base de sus propios resultados. Esto contribuirá a la dinamización de las MIPYMES urbanas y rurales [...] y a la recuperación de la recaudación fiscal.” Esta nueva política, “se basa en facilitar, apoyar y consolidar iniciativas que permitan tanto la inserción laboral, como la conformación de un sector de economía social sin fines de lucro.”

En tanto propuestas de acción el documento establecía la creación de una red de instituciones de Banca Social y de un fondo de inversión, para dotar de capital de trabajo  inicial a algunos de los nuevos emprendimientos y actividades de bien común. A su vez, se expresaba la necesidad de implementar un programa sistemático orientado a alcanzar un piso de sobrevivencia de todas las familias bonaerenses y se puntualizaba una serie de acciones alternativas o complementarias tal como la reducción de costo de la canasta básica; el trueque de créditos fiscales por alimentos, las huertas agrícolas, la organización de ferias, etc.  

Este enfoque orientado a la seguridad alimentaria condujo al equipo a proponer el establecimiento de una empresa estatal provincial de producción. Aunque no gozaba de la aprobación de todo el equipo, la propuesta fue inmediatamente presentada al gobernador de la provincia para su consideración, quien se inclinó por no embarcarse en ella, con  el argumento de que demandaba una fuerte inversión económica y a su vez una intervención directa en el mercado desde un rol de Estado – Empresario poco aceptado en su gestión.  Descartada la propuesta de la empresa de producción, una alternativa analizada también en profundidad fue la de intervenir directamente en el mercado alimentario, pero haciéndolo en su etapa de distribución.  La provincia compraría a granel y fraccionaría la producción, para luego ofrecer los productos mediante camiones que funcionarían como almacenes itinerantes o mediante ferias locales, inspiradas en las Ferias de Consumo Familiar de Barquisimeto (Venezuela).
 Además, se propusieron también acciones complementarias dirigidas a la demanda, es decir a mejorar el ingreso. Como indica uno de los miembros del equipo: “La propuesta era desarrollar un subsidio dinerario dirigido a grupos de familias. De alguna manera, la idea era volver al Plan PAIS”. Y añade: “Una de las líneas sobre la que se trabajó más fuertemente pasaba por suprimir todos los programas de dación directa, incluyendo al Vida”. Incluso, dentro del equipo de trabajo  “había versiones extremas que proponían también suprimir el servicio alimentario escolar”. Esta última idea  fue descartada por el propio equipo, no por su falta de consistencia técnica o su trasfondo ideológico (implicaba un cambio hacia una política de ingresos) sino por los problemas políticos que iba a generar. Como expresa uno de los miembros del equipo: “¿Se imagina la tapa del diario Clarín diciendo: “la provincia de Buenos Aires cierra los comedores escolares?... Nos teníamos que ir al día siguiente!”.

Hacia mediados del año, dos acontecimientos tuvieron un impacto importante en la marcha del equipo. El primero fue la salida del Dr. José Luis Coraggio del ministerio, debido a razones personales. El segundo consistió en la instalación del problema de la desnutrición en los medios de comunicación, a partir de la aparición de graves casos de desnutrición infantil en  la empobrecida provincia de Tucumán y, posteriormente, en Catamarca y Misiones. Esta situación afectó directamente el desarrollo del proceso de toma de decisiones en el gobierno de la provincia de Buenos Aires, pues como recuerda uno de los actores,  “lo que provocó es mayor presión, implicó acelerar aún más el trabajo”. Aunque en la provincia de Buenos Aires no habían aparecido casos graves de desnutrición, esta situación provocaba una gran incertidumbre en el equipo de gobierno.  Bajo esta nueva presión, el Ministro West decidió convocar a un pediatra especialista en nutrición infantil, el Dr. Esteban Carmuega, como asesor de su ministerio, ocupando el cargo vacante, con la salida de Coraggio. La función que le asignó el Ministro fue la de avanzar en la formulación de una propuesta de mejora de las prestaciones nutricionales de los programas del Ministerio. Mariano West conocía a Carmuega desde fines de los 80, a través de unos de sus trabajos sobre comedores escolares, en tiempos en que West era Intendente del Municipio de Moreno y a su vez, también había tenido una vinculación de consultoría, con Felipe Solá, en tiempos en que éste era Secretario de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación. Para Carmuega estaba claro que el Plan Vida – dada su magnitud- era el programa que debía liderar la transformación de las prestaciones nutricionales que el ministro le había encomendado.  Carmuega pasó así a formar parte del equipo de West, sumándose así una perspectiva médico – nutricional a un grupo de trabajo compuesto por arquitectos, trabajadores sociales y sociólogos. El desacuerdo de visiones era notable. Uno de los miembros del equipo recuerda: “la propuesta de Carmuega era estrictamente alimentaria y nosotros la veíamos como sólo una parte de algo mucho mayor que queríamos hacer”.  Y añade: “Al principio teníamos muchas discusiones; es más, estábamos parados sobre paradigmas distintos”.

Ya puestas sobre el tapete las dos propuestas de acción del Ministerio (seguridad alimentaria y  reformulación del Plan Vida) se realizó en agosto una reunión con el gobernador a fin de presentarlas para su consideración.  Uno de los participantes en dicha reunión sostiene: “No fue una reunión pasiva de quien presenta opciones a un oyente, sino que se trató de un taller donde el gobernador discutía cada uno de los componentes de los programas”. En dicha reunión Solá cuestionó algunos aspectos centrales de la propuesta de seguridad alimentaria, mientras que alentó para que  avancen con la reformulación del Vida.  Los miembros del equipo de West identificados con la propuesta de seguridad alimentaria sintieron que “no hubo posibilidad de presentar adecuadamente la alternativa de Seguridad Alimentaria (...) como una propuesta con impactos también de corto plazo (...) La propuesta era demasiado compleja, no llegó a tener la contundencia y la simplicidad que demandaba un momento de crisis.”  Para algunos de los actores involucrados en estas decisiones, en la decisión del gobernador no pesó solamente la consistencia técnica de las propuestas. En ese mismo momento, entre agosto y septiembre de  2002, se estaba desarrollando un proceso de negociación muy importante a fin de establecer las candidaturas del Partido Justicialista (al cual pertenecían tanto el gobernador Solá como el Presidente de la Nación, Eduardo Duhalde) para las elecciones nacionales y provinciales de abril de 2003.  En ese contexto, según uno de los actores, “Solá jugaba a ser el candidato del justicialismo en la gobernación y buscaba... que Chiche Duhalde lo acompañara en la fórmula.”  Eliminar el Plan Vida y su extensa red de manzaneras era justamente el tipo de mensaje político que la esposa del Presidente no toleraría. 

Luego de aquella reunión con el gobernador, el Ministerio se orientó elaborar las líneas estratégicas del nuevo programa.  Desde los niveles inferiores del Ministerio se trató de un cambio abrupto de rumbo, pues como recuerda uno de sus funcionarios, “de golpe se corrió la agenda y nos encontramos reformulando el Vida.” Así, se dejó de lado la propuesta de seguridad alimentaria en la que estaban trabajando la mayor parte de los equipos técnicos del ministeiro.  Con el trabajo de los equipos técnicos de cada unidad, en varias reuniones se fue logrando definir las líneas básicas del nuevo programa. La idea de continuar con un programa constituido por los ejes de Alimentación, Salud y Promoción Social, que disponía el Plan Vida, no generaba ninguna duda, pero el desafío era  reformularlos: “Una definición firme de Solá es que se debía tratar de una evolución de Plan Vida, aprendiendo de la experiencia, y no de un nuevo programa..”

Respecto de las prestaciones nutricionales, Carmuega elaboró una propuesta que distinguía los alimentos básicos  (recibidos por todos los beneficiarios del programa) de aquellos alimentos específicos, los cuales se deberían distribuir según el tipo de beneficiarios (suplemento para embarazadas y nodrizas,  cereal infantil y suplemento infantil) y según el nivel de riesgo nutricional.  Tanto el propio Esteban Carmuega como el resto de los miembros del gabinete de West coincidieron en la necesidad de establecer un claro sistema de evaluación del programa, materializado en el diseño de una línea de base, la elaboración de indicadores y la medición continua del desarrollo de las acciones. Otro tema que debió ser analizado y definido fue el del rol de las manzaneras y la creación o no de nuevos roles de trabajo. Uno de los actores recuerda que “las manzaneras (tenían) un anclaje social muy importante. Pero pensamos que debía complejizarse el armado de la organización popular de base.” Así fue como se decidió incorporar la figura del “promotor social”, que intentaba, según uno de los miembros del equipo  “no dejar a la manzanera como dueña del reparto” y a su vez sería el principal motor del diseño de proyectos generados por los grupos multifamiliares. En realidad, la idea del promotor social estaba ya presente desde el momento en que se redactó el documento Ante La Crisis. En él se hacía alusión a a ”la incorporación de una nueva generación de promotores jóvenes, dispuestos a actuar con energía y creatividad, dinamizando o estimulando nuevos emprendimientos, vinculándolos en cadenas de producción y reproducción y facilitando el acceso a recursos y programas.” Finalmente, se decidió incorporar la figura del monitor social, quien tendría la función transitoria de desarrollar el relevamiento de beneficiarios y con ello disponer de una base de datos actualizada y confiable

La propuesta definitiva de transformación del Plan Vida en lo que se denominó Plan Más Vida, fue presentada  al gobernador a fines de agosto de 2002.  Solá aprobó la propuesta haciendo muy pocas observaciones. De esta manera, el gobernador alcanzó a incluir la oferta de reflotar inmediatamente el Plan Vida en las conversaciones que mantuvo con el Presidente Duhalde el mes siguiente. El gobernador solicitó inmediatamente que el equipo de trabajo del Ministerio presentara la propuesta del Plan Más Vida a los equipos de la Secretaría de Desarrollo Social de la Nación y de la Coordinación Nacional de Políticas Sociales. El 4 de septiembre se realizó la presentación y las únicas críticas fueron dirigidas a la viabilidad del uso de los alimentos específicos (destinados a embarazadas y niños en situación de riesgo nutricional) y a que era innecesario crear la nueva figura de promotor social. Con estas salvedades, Chiche Duhalde, presidente del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales, daba así su aceptación al nuevo programa.

Finalizada la reunión, el gobernador anunció públicamente el relanzamiento del Plan Vida. Uno de los medios que cubrió el evento relata: “El anuncio fue realizado por Solá tras reunirse con la titular del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales, Hilda "Chiche" Duhalde”. La directa decisión del gobernador de relanzar el Plan Vida fue posteriormente confirmada por el ministro Mariano West, quien explicó también a los medios que esta había sido "una decisión política del gobernador Felipe Solá.” El ministro informó también que el gobernador Solá había aumentado en casi un cincuenta por ciento los fondos para el Vida, y que a partir de la semana próxima las mujeres recibirán también alimentos.  El acuerdo se había logrado, el Más Vida  iba a ser realidad.
� Este texto es un resumen de: Ilari, Sergio (2004) Reformulación estratégica de programas sociales: Del “Plan Vida” al “Más Vida”.Provincia de Buenos Aires, Argentina. El resumen fue elaborado por Juan Carlos Cortázar para su uso en el Curso de Gerencia Social para Directivos del INDES (2004).





�  El Programa Alimentario Integral y Solidario (PAIS) se implementó en la provincia de Buenos Aires, entre 1990 y 1992, durante la gobernación de Antonio Cafiero.  Mariano West, en aquel entonces, ministro de Acción Social fue su principal impulsor. El programa deja de existir el 1992, al iniciar la gestión Eduardo Duhalde como gobernador de la provincia, quien  a los dos años de su gestión crea el Plan Vida


� El Patacón fue un título público, que por problemas financieros, emitió el gobierno de la provincia de Buenos Aires Se utilizó en el período 2001 –2003  y mantuvo la paridad 1 a 1 con el peso argentino.


� El Plan Jefas Jefes de Hogar Desocupados se materializa con el pago de 150 pesos (actuales U$S 50). Los beneficiarios debían ser personas desocupadas que además tuvieran hijos menores de 18 años.


� Ante La Crisis, págs 4 y 5.


� Para profundizar el análisis de esta experiencia y las posibilidades de su réplica, en el mes de mayo, la Universidad Nacional de General Sarmiento, generó un espacio de debate, a través del sitio Urbared, co-coordinado por Coraggio. También el ministerio dispuso generar una prueba piloto, aprovechando la buena relación existente con el Municipio de Luján. En este caso la experiencia de Luján no fue considerada positiva, pero demostró su alto grado de complejidad. Uno de los funcionarios explica que en realidad “ni llegamos a ver cuáles habían sido las fallas. La dimos por fracasada, antes de darle el tiempo que tendría que haber tenido.”
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